
ARTICULO 338.  COMISO. <Artículo modificado por el artículo 43 de la Ley 81 de 1993. El
nuevo texto es el siguiente:> Los instrumentos y efectos con los que se haya cometido un hecho
punible doloso o que provengan de su ejecución y que no tengan libre comercio, pasarán a poder
de la Fiscalía General de la Nación o la entidad que ésta designe, a menos que la ley disponga su
destrucción. Cuando la Fiscalía General de la Nación haya de hacer la designación
correspondiente, deben preferir las necesidades de la Procuraduría General de la Nación. En los
delitos culposos, los vehículos automotores, naves o aeronaves, cualquier unidad montada sobre
ruedas y los demás objetos que tengan libre comercio, se someterán a los experticios técnicos,
que se realizarán dentro de los diez días siguientes contados a partir del momento en que el
vehículo haya sido puesto a disposición del funcionario. Decretado éste y vencido el término,
háyase o no realizado el experticio técnico, se entregarán en depósito a su propietario o tenedor
legítimo, salvo el derecho de terceros o de normas que dispongan lo contrario.

Para la práctica del experticio, el funcionario utilizará los servicios de peritos oficiales o de
cualquier persona versada en esta materia.

La entrega será definitiva cuando se paguen o garanticen en cualquier momento procesal los
daños materiales o morales fijados mediante avalúo pericial, o cuando se dicte sentencia
absolutoria, cesación de procedimiento o resolución de preclusión definitiva de la instrucción.

Si no se ha pagado o garantizado el pago de los perjuicios, y fuere procedente la condena al pago
de los mismos, el funcionario judicial ordenará el comiso de los mencionados elementos, para los
efectos de la indemnización.

ARTICULO 339. CASO ESPECIAL DE COMISO. <Texto con las modificaciones
introducidas por la Ley 504 de 1999:> Los inmuebles, aviones, avionetas, helicópteros, naves y
artefactos navales, marítimos y fluviales, automóviles, maquinaria agrícola, semovientes, equipos
de comunicaciones y radio y demás bienes muebles, así como los títulos valores, dineros, divisas,
depósitos bancarios y en general los derechos y beneficios económicos o efectos vinculados a los
procesos por los delitos cuyo conocimiento se atribuye a los [jueces Penales de Circuito
Especializados] o que provengan de su ejecución, quedarán fuera del comercio a partir de su
aprehensión, incautación u ocupación hasta que quede ejecutoriada la providencia sobre entrega
o adjudicación definitiva.

De la aprehensión, incautación u ocupación de los bienes que estuvieren sujetos a registro de
cualquier naturaleza se dará aviso inmediato al funcionario que corresponda, por el jefe de la
unidad de policía judicial que la haya efectuado. La inscripción se hará en el acta y no estará
sujeta a costo ni a turno alguno. Hecha ésta, todo derecho de terceros que se constituya sobre el
bien será inoponible al Estado. Siempre que se produzca la incautación u ocupación de bienes el
responsable de la unidad de policía judicial levantará un inventario del cual se enviará copia a la
Dirección Nacional de Estupefacientes si a ello hubiere lugar.

Notas de Vigencia

- Mediante el artículo 35, inciso 3o., de la Ley 504 de 1999, publicada en el  Diario oficial
No  43.618, del 29 de junio de 1999, sustituyase la expresión 'Juez Regional' por 'Juez Penal
de Circuito Especializados'.

Legislación Anterior



Texto original del C.P.P:

ARTICULO 339. Los inmuebles, aviones, avionetas, helicópteros, naves y artefactos navales,
marítimos y fluviales, automóviles, maquinaria agrícola, semovientes, equipos de
comunicaciones y radio y demás bienes muebles, así como los títulos valores, dineros,
divisas, depósitos bancarios y en general los derechos y beneficios económicos o efectos
vinculados a los procesos por los delitos cuyo conocimiento se atribuye a los jueces
regionales o que provengan de su ejecución, quedarán fuera del comercio a partir de su
aprehensión, incautación u ocupación hasta que quede ejecutoriada la providencia sobre
entrega o adjudicación definitiva.

De la aprehensión, incautación u ocupación de los bienes que estuvieren sujetos a registro de
cualquier naturaleza se dará aviso inmediato al funcionario que corresponda, por el jefe de la
unidad de policía judicial que la haya efectuado. La inscripción se hará en el acta y no estará
sujeta a costo ni a turno alguno. Hecha ésta, todo derecho de terceros que se constituya sobre
el bien será inoponible al Estado. Siempre que se produzca la incautación u ocupación de
bienes el responsable de la unidad de policía judicial levantará un inventario del cual se
enviará copia a la Dirección Nacional de Estupefacientes si a ello hubiere lugar.

ARTICULO 340. EXTINCION DEL DERECHO DE DOMINIO. <Artículo modificado por
el artículo 14 de la Ley 365 de 1997. El nuevo texto es el siguiente:> Por sentencia judicial se
declarará extinguido el dominio sobre bienes adquiridos mediante enriquecimiento ilícito, en
perjuicio del patrimonio del tesoro público o con el grave deterioro de la moral social. Para estos
efectos, los delitos contemplados en el Estatuto Nacional de Estupefacientes y las normas que lo
modifiquen o adicionen, así como los delitos de secuestro simple, secuestro extorsivo, extorsión,
lavado de activos y testaferrato, los delitos contra el orden económico y social, delitos contra los
recursos naturales, fabricación y tráfico de armas y municiones de uso privativo de las fuerzas
militares, concusión, cohecho, tráfico de influencias, rebelión, sedición, asonada se considera que
causan grave deterioro de la moral social. En todo caso quedan a salvo los derechos de terceros
de buena fe. Los bienes y recursos sobre los cuales se declare la extinción del dominio, sin
excepción alguna, ingresarán al fondo para la Rehabilitación, Inversión Social y la Lucha contra
el Crimen Organizado y serán asignados por el Consejo Nacional de Estupefacientes.

PARAGRAFO. En las investigaciones y procesos penales adelantados por delitos de extorsión,
secuestro extorsivo, testaferrato, lavado de activos, delitos contemplados en el Estatuto Nacional
de Estupefacientes y las normas que lo modifiquen o adicionen, enriquecimiento ilícito de
servidores públicos o de particulares, peculado, interés ilícito en la celebración de contratos,
contratos celebrados sin requisitos legales, emisión ilegal de moneda o de efectos o valores
equiparados en moneda, ejercicio ilícito de actividades monopolísticas o de arbitrio rentístico,
hurto sobre efectos y enseres destinados a la seguridad y la defensa nacionales, delitos contra el
patrimonio que recaigan sobre bienes del Estado, utilización indebida de información
privilegiada, utilización de asuntos sometidos a secreto o reserva, la declaración de que un bien
mueble o inmueble es de origen ilícito es independiente de la responsabilidad penal del sindicado
y de la extinción de la acción penal o de la pena. En estos casos procederá la extinción del
dominio de conformidad con lo dispuesto en la ley que regula esta acción real.

Salvo que el proceso termine por demostración de la inexistencia del hecho, la declaración de
que un bien mueble o inmueble es de origen ilícito se hará en la resolución inhibitoria, en la



resolución de preclusión de la investigación, en el auto de cesación de procedimiento o en la
sentencia. En la misma providencia y con miras al adelantamiento del proceso de extinción del
derecho de dominio se ordenará el embargo y secuestro preventivo de los bienes declarados de
origen ilícito.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 14 de la Ley 365 de 1997, publicada en el Diario Oficial
No. 42.987 del 21 de febrero de 1997.

Legislación Anterior

Texto original del C.P.P:

ARTICULO 340. Por sentencia judicial se declarará extinguido el dominio sobre bienes
adquiridos mediante enriquecimiento ilícito, en perjuicio del patrimonio del tesoro público o
con grave deterioro de la moral social. Para estos efectos, los delitos contemplados en el
Estatuto Nacional de Estupefacientes se considera que causan grave deterioro de la moral
social. En todo caso quedan a salvo los derechos de terceros de buena fe.

Los bienes que pasen al dominio público serán de propiedad de la Fiscalía General de la
Nación

ARTICULO 341. CASO ESPECIAL DE EMBARGO. Cuando se investiguen hechos
punibles de falsedad en los títulos  de propiedad de un bien inmueble o bienes muebles
sometidos a registro, estafa u otro delito que haya tenido por objeto bienes de esa naturaleza, y
que pueda influir en la propiedad de los mismo, el funcionario judicial podrá decretar el embargo
por el tiempo que sea necesario, sin necesidad de medida de aseguramiento.

ARTICULO 342. PROVIDENCIAS RESERVADAS. <<Aparte tachado INEXEQUIBLE>
Las providencias motivadas mediante las cuales se disponga el allanamiento y el registro, la
retención de correspondencia postal o telegráfica o la interceptación de comunicaciones
telefónicas, no se darán a conocer a las partes mientras el funcionario considere que ello puede
interferir en el desarrollo de la respectiva diligencia. Cuando se trate de procesos de competencia
de los jueces regionales se dará el mismo tratamiento a aquellas pruebas que en virtud de
solicitud de autoridad extranjera, se deban mantener en reserva hasta tanto se formule la
acusación correspondiente. Contra dichos autos no procede recurso alguno.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte tachado declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia
C-150-93 del 22 de abril de 1993, Magistrado Ponente, Dr. Fabio Morón Díaz.

ARTICULO 343. ALLANAMIENTO, PROCEDENCIA Y REQUISITOS. Cuando hubiere
serios motivos para presumir que en un bien inmueble, nave o aeronave se encuentre alguna
persona contra quien obra orden de captura, o las armas, instrumentos o efectos con que se haya
cometido la infracción o que provengan de su ejecución, el funcionario judicial ordenará en
providencia motivada, el correspondiente allanamiento y registro.



La providencia a que se refiere el inciso anterior no requiere notificación.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Inciso final declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-657-
96 del 28 de noviembre de 1996, Magistrado Ponente Dr. Fabio Morón Díaz.

  

ARTICULO 344. ALLANAMIENTO SIN ORDEN ESCRITA DE FISCAL. En casos de
flagrancia cuando se esté cometiendo un delito en lugar no abierto al público, la policía judicial
podrá ingresar sin orden escrita del fiscal, con la finalidad de impedir que se siga ejecutando el
hecho. Salvo casos de flagrancia el fiscal o un delegado suyo debe estar presente en los
allanamientos.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Apartes subrayados declarados EXEQUIBLES por la Corte Constitucional mediante
Sentencia C-657-96 del 28 de noviembre de 1996, Magistrado Ponente Dr. Fabio Morón
Díaz.

  

ARTICULO 345. ALLANAMIENTOS ESPECIALES. Para el allanamiento y registro de las
casas y naves, que conforme al Derecho Internacional gozan de inmunidad diplomática, el
funcionario pedirá su venia al respectivo agente diplomático, mediante oficio en el cual rogará
que conteste dentro de las 24 horas siguientes. Este oficio será remitido por conducto del
Ministerio de Relaciones Exteriores.

En caso de registro de residencia u oficinas de los cónsules se dará aviso al cónsul respectivo y
en su defecto a la persona a cuyo cargo estuviere el inmueble objeto de registro.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-657-96
del 28 de noviembre de 1996, Magistrado Ponente Dr. Fabio Morón Díaz.

ARTICULO 346. ACTA DE DILIGENCIA. En el acta de la diligencia de allanamiento y
registro deben identificarse y describirse todas las cosas que hayan sido examinadas o incautadas,
el lugar donde fueron encontradas y dejarse las constancias que soliciten las personas que en ella
intervengan. Los propietarios, poseedores o tenedores tendrán derecho a que se les expida copia
del acta si la solicitan.



ARTICULO 347. RETENCION DE CORRESPONDENCIA. El funcionario judicial podrá
ordenar la retención de la correspondencia privada, postal o telegráfica que el imputado reciba o
remita, excepto la que envíe a su defensor o reciba de éste.

La decisión del funcionario se hará saber en forma reservada a los jefes de las oficinas de correos
y telégrafos y a los directores de establecimientos carcelarios, para que lleven a efecto la
retención de la correspondencia y la entreguen bajo recibo al investigador.

ARTICULO 348. SOLICITUD DE COMUNICACIONES TELEGRAFICAS. El funcionario
judicial podrá así mismo, ordenar que en las oficinas telegráficas se le faciliten copias de los
mensajes transmitidos o recibidos, si fueren conducentes al descubrimiento o comprobación de
los hechos que se investigan. Las personas que participen en estas diligencias se obligan a
certificar el contenido de las copias y a guardar la debida reserva.

ARTICULO 349. APERTURA DE CORRESPONDENCIA. La apertura de la
correspondencia interceptada se dispondrá por medio de providencia motivada y se practicará
con la presencia del imputado o su defensor.

ARTICULO 350. DEVOLUCION DE LA CORRESPONDENCIA. El funcionario abrirá la
correspondencia y aportará a la actuación la que haga referencia a los hechos que se investigan y
cuya conservación considere necesaria.

La correspondencia que no se relacione con los hechos que se investigan será entregada o
enviada en el acto a la persona a quien corresponde.

ARTICULO 351. INTERCEPTACION DE COMUNICACIONES. El funcionario judicial
podrá ordenar, con el único objeto de buscar pruebas judiciales, que se intercepten mediante
grabación magnetofónica las comunicaciones telefónicas, radiotelefónicas y similares, que se
hagan o reciban y que se agreguen al expediente las grabaciones que tengan interés para los fines
del proceso. Cuando se trate de interceptación durante la etapa de la investigación, la decisión
debe ser aprobada por la Dirección Nacional de Fiscalías. En todo caso, la decisión deberá
fundamentarse por escrito. Las personas que participen en estas diligencias se obligan a guardar
la debida reserva.

Por ningún motivo se podrán interceptar las comunicaciones del defensor.

El funcionario dispondrá la práctica de las pruebas necesarias para identificar a las personas entre
quienes se hubiere realizado la comunicación telefónica llevada al proceso en grabación.

Tales grabaciones se trasladarán al expediente, por medio de escrito certificado por el respectivo
funcionario.

<Inciso Final INEXEQUIBLE>

Jurisprudencia Vigencia



Corte Constitucional

- Inciso final declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-
657-96 del 28 de noviembre de 1996, Magistrado Ponente Dr. Fabio Morón Díaz.

Legislación Anterior

Texto original del C.P.P., artículo 351, inciso final:

En caso de flagrancia las autoridades de policía judicial podrán interceptar y reproducir las
comunicaciones con el objeto de buscar pruebas.

ARTICULO 352. A QUIEN SE RECIBE INDAGATORIA. <Artículo modificado por el
artículo 20 de la Ley 504 de 1999. El nuevo texto es el siguiente:> El funcionario judicial
recibirá indagatoria a quien en virtud de antecedentes y circunstancias consignadas en la
actuación, o por haber sido capturado en flagrante hecho punible, considere autor o partícipe de
la infracción penal.

Notas de Vigencia

- Artículo modificado por el artículo 20 de la Ley 504 de 1999, publicada en el  Diario oficial
No  43.618, del 29 de junio de 1999.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo 20 de la Ley 504 de 1999 declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-392-00 del 6 de abril de 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio
Barrera Carbonell.

- Mediante Sentencia C-411-93 del 28 de septiembre de 1993, Magistrado Ponente, Dr.
Carlos Gaviria Díaz, la Corte Constitucional  declaró estése a lo resuelto en la Sentencia C-
150-93

- Ultimo inciso  declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-
150-93 del 22 de abril de 1993, Magistrado Ponente, Dr. Fabio Morón Díaz.

Legislación Anterior

Texto original del C.P.P:

ARTICULO 352. El funcionario judicial recibirá indagatoria al que en virtud de antecedentes
y circunstancias consignadas en la actuación, o por haber sido sorprendido en flagrante hecho
punible, considere autor o partícipe, de la infracción penal.

En los procesos de competencia de los jueces regionales, conforme a las necesidades de la
investigación y cuando se trate de pluralidad de imputados, el fiscal podrá diferir la
vinculación de algunos al momento de la instrucción que considere más oportuno de acuerdo
con el desarrollo de la misma. Cuando considere pertinente proceder a la vinculación, librará
orden de captura.



ARTICULO 353. DERECHO A SOLICITAR SU PROPIA INDAGATORIA. Quien tenga
noticia de la existencia de una actuación en la cual obren imputaciones penales en su contra,
tiene derecho a solicitar que se le reciba indagatoria.

ARTICULO 354. RECURSOS PROCEDENTES CONTRA LA PROVIDENCIA QUE
NIEGA LA VINCULACION. Contra la providencia que niega la vinculación de autores o
partícipes, proceden los recursos de reposición y apelación.

ARTICULO 355. INDAGATORIA SIN DEFENSOR EN CASOS EXCEPCIONALES.
<Artículo INEXEQUIBLE>.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado INEXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-049-
96 del 8 de febrero de 1996, Magistrado Ponente Dr. Fabio Morón Díaz.

Legislación Anterior

Texto original del C.P.P:

ARTICULO 355. Excepcionalmente podrá recibirse indagatoria sin la asistencia del defensor
cuando el imputado estuviere en peligro de muerte y sea necesario interrogarlo para el
descubrimiento de la verdad que se investiga.

ARTICULO 356. EMPLAZAMIENTO PARA INDAGATORIA. Cuando no hubiere sido
posible hacer comparecer a la persona que debe rendir indagatoria, se le emplazará por edicto
que permanecerá fijado durante cinco días en un lugar visible del despacho. Si vencido este plazo
no hubiere comparecido, se le declarará persona ausente y se le designará defensor de oficio.

En ningún caso podrá emplazarse a persona que no esté plenamente identificada.

Si la comparecencia para rendir indagatoria se intenta a través de orden de captura, vencidos diez
días contados a partir de la fecha en que la orden haya sido recibida por las autoridades que
deban ejecutar la aprehensión y no se obtenga respuesta, se procederá conforme a lo previsto en
este artículo.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-488-96
del 26 de septiembre de 1996, Magistrado Ponente Dr. Carlos Gaviria Díaz.

ARTICULO 357. PROHIBICION DE JURAMENTAR AL IMPUTADO. <Aparte tachado
INEXEQUIBLE> La indagatoria no podrá recibirse bajo juramento. El funcionario se limitará a
exhortar al imputado a que diga la verdad, advirtiéndole que debe responder de una manera clara
y precisa a las preguntas que se le hagan. Pero si el imputado declare contra otro, se le volverá a
interrogar sobre aquel punto bajo juramento, como si se tratara de un testigo.



Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, en los términos de la sentencia,  salvo el aparte tachado
declarado INEXEQUIBLE, por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-621-98 del 4
de noviembre de 1998, Magistrado Ponente Dr. José Gregorio Hernández Galindo.

ARTICULO 358. ADVERTENCIAS PREVIAS AL INDAGADO. Previamente al
interrogatorio de los artículos siguientes se le advertirá al indagado que se le va a recibir una
declaración sin juramento, que es voluntaria y libre de todo apremio; que no tiene obligación de
declarar contra sí mismo ni contra sus parientes dentro del cuarto grado de consanguinidad,
segundo de afinidad o primero civil, ni contra cónyuge, compañero o compañera permanente;
que tiene derecho a nombrar un defensor que lo asista, y que en caso de no hacerlo, se le
designará de oficio.

Si la persona se niega a rendir indagatoria, se tendrá por vinculada procesalmente y el
funcionario le advertirá que su actitud la podrá privar de medios de defensa.

De todo esto se dejará expresa y clara constancia desde el comienzo de la diligencia.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-621-98
del 4 de noviembre de 1998, Magistrado Ponente Dr. José Gregorio Hernández Galindo,
sobre el aparte subrayado aclara la Corte: 'Las expresiones '...y el funcionario le advertirá que
su actitud la podrá privar de medios de defensa', contenidas en la norma, se ajustan a la
Constitución siempre y cuando se entienda que aluden única y exclusivamente al medio de
defensa en que consiste la misma indagatoria.'.

ARTICULO 359. REGLAS PARA LA RECEPCION DE INDAGATORIA. En la iniciación
de la indagatoria, el funcionario judicial interrogará al imputado por su nombre y apellidos,
apodos si los tuviere, los nombres de sus padres, edad lugar de nacimiento, documentos de
identificación y su origen; domicilio o residencia; establecimientos donde ha estudiado y
duración de los respectivos cursos; lugares o establecimientos donde ha trabajado con indicación
de las épocas respectivas y el sueldo o salario que devenga actualmente, y las obligaciones
patrimoniales que tiene. Si es casado o hace vida marital, debe informar el nombre de su cónyuge
o compañero o compañera permanente y de sus hijos, suministrando la edad de los mismos y su
ocupación; los bienes muebles o inmuebles que posea; sus antecedentes penales y
contravencionales, con indicación del despacho que conoció del proceso.

Igualmente el fiscal dejará constancia de las características morfológicas del indagado.

ARTICULO 360. PREGUNTAS EN RELACION CON LOS HECHOS. Una vez cumplidos
los requisitos del artículo anterior, el funcionario judicial interrogará al imputado en relación con
los hechos que originaron su vinculación.



ARTICULO 361. AMPLIACION DE INDAGATORIA. El funcionario judicial tomará las
ampliaciones de indagatoria que considere convenientes.

Así mismo, el sindicado podrá solicitar sin necesidad de motivación alguna cuantas ampliaciones
de indagatoria considere necesarias. El funcionario las recibirá en el menor término posible.

ARTICULO 362. CONSTANCIAS Y VERIFICACION DE CITAS. No podrá limitarse al
imputado el derecho de hacer constar cuanto tenga por conveniente para su defensa o para la
explicación de los hechos y se verificarán las citas y demás diligencias que propusiere para
comprobar sus aseveraciones.

ARTICULO 363. INTERROGATORIO AL INDAGADO. En la recepción de indagatoria
solamente el funcionario judicial podrá dirigir preguntas al indagado.

La intervención del defensor no le dará derecho para insinuar al indagado las respuestas que debe
dar, pero podrá objetar al funcionario las preguntas que no haga en forma legal y correcta.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE, en los términos de la sentencia,  por la Corte
Constitucional mediante Sentencia C-621-98 del 4 de noviembre de 1998, Magistrado
Ponente Dr. José Gregorio Hernández Galindo.

ARTICULO 364. EXAMEN DEL IMPUTADO Y DEL TESTIGO EN EL LUGAR DE LOS
HECHOS. El funcionario judicial podrá ordenar que se conduzca al imputado o al testigo al
lugar en que hubieren ocurrido los hechos a fin de examinarlos allí y poner en su presencia los
objetos sobre los cuales hubiere de versar la declaración.

Podrá también hacer que el testigo describa detalladamente dichos objetos y que los reconozca
entre otros semejantes o adoptar las medidas que su prudencia le sugiera, para asegurarse de la
exactitud de la declaración.

ARTICULO 365. RECONOCIMIENTO DE OBJETOS. Durante la indagatoria se le pondrán
de presente al indagado los objetos aprehendidos durante la investigación y que provengan de la
realización del hecho punible o hayan servido para su ejecución. Se le interrogará sobre si los ha
visto antes y por qué razón. En caso de haberlos encontrado en su poder, se le solicitará una
explicación sobre el particular.

ARTICULO 366. PROCEDIMIENTO EN CASO DE FALSEDAD DE DOCUMENTOS.
Cuando se trate de una investigación sobre falsedad material en documentos, se solicitará al
indagado, si el funcionario judicial lo considera necesario, que escriba dentro de la misma
diligencia las palabras o textos que le fueren dictados para tal fin.

En este caso, a los peritos grafólogos sólo se les enviarán los documentos cuya falsedad se
investiga y aquéllos con los que se hará el cotejo grafológico.



ARTICULO 367. RECONOCIMIENTO EN FILA DE PERSONAS. Todo aquél que
incrimine a una persona determinada deberá reconocerla cuando ello sea necesario.

ARTICULO 368. COMO SE HACE EL RECONOCIMIENTO. Previamente a la formación
de la fila quien haya de practicarlo será interrogado para que describa la persona de quien se trata
y para que diga si la conoce o sin con anterioridad la ha visto personalmente o en imagen, el
reconocimiento deberá hacerse a la mayor brevedad posible aun dentro de la misma declaración
del testigo, y a tal acto asistirá el apoderado del sindicado quien podrá dejar constancia de lo
ocurrido en la diligencia. Si aquél no se hallare en ese momento o no concurriere oportunamente,
se nombrará un apoderado de oficio para el reconocimiento.  

Al imputado se le advertirá el derecho que tiene a escoger el lugar que quiera dentro de la fila.

Inmediatamente se practicará la diligencia poniendo a la vista del testigo la persona que haya de
ser reconocida, vestida si fuere posible con el mismo traje que llevaba en el momento en que se
dice fue cometido el delito, y acompañada de seis o más personas de características morfológicas
semejantes.

Desde un punto en que no pueda ser visto, el que fuere a hacer el reconocimiento, juramentado
de antemano, manifestará si se encuentra entre las personas que forman el grupo aquélla a quien
se hubiere referido en sus declaraciones y la señalará.

En la diligencia se dejarán los nombres de las demás personas integrantes de la fila, y de quien
hubiere sido reconocido.

ARTICULO 369. RECONOCIMIENTO A TRAVES DE FOTOGRAFIAS. Cuando fuere el
caso de un reconocimiento por medio de fotografías, por no estar capturada la persona que debe
ser sometida al mismo, la diligencia se hará sobre un número no inferior a seis fotografías
cuando se tratare de un solo imputado, y en lo posible se aumentarán en la misma proporción,
según el número de personas a reconocer. En la diligencia se tendrán las mismas precauciones de
los reconocimientos en filas de personas, deberá estar presente el defensor, el Ministerio Público
y de todo se dejará expresa constancia.

Si de la diligencia resultare algún reconocimiento, las fotografías se agregarán a la actuación.

ARTICULO 369-A.  BENEFICIO POR COLABORACION EFICAZ. <Artículo adicionado
por el artículo 44 de la Ley 81 de 1993. El texto es el siguiente:>  El Fiscal General de la Nación
o el Fiscal que éste designe, previo concepto del Procurador General de la Nación o su delegado,
podrá acordar uno o varios de los beneficios consagrados en este artículo con las personas que
sean investigadas, juzgadas o condenadas, en virtud de la colaboración que presten a las
autoridades de cualquier orden para la eficacia de la administración de justicia, sujetándose el
acuerdo a la aprobación de la autoridad judicial competente.

El acuerdo de los beneficios podrá proponerse según evaluación de la Fiscalía acerca del grado
de eficacia o importancia de la colaboración, conforme a los siguientes criterios:

a. Contribución a las autoridades para la desarticulación o mengua de organizaciones delictivas o
la captura de uno o varios de sus miembros;



b. Contribución al éxito de la investigación en cuanto a la determinación de autores o partícipes
de delitos;

c. Colaboración en la efectiva prevención de delitos o a la disminución de las consecuencias de
delitos ya cometidos o en curso;

d. <Literal modificado por el artículo 10 de la Ley 365 de 1997. El nuevo texto es el siguiente:>
Delación de dirigentes de organizaciones delictivas acompañada de pruebas eficaces de su
responsabilidad.

Notas de Vigencia

- Literal d. modificado por el artículo 10 de la Ley 365 de 1997, publicada en el Diario
Oficial No. 42.987 del 21 de febrero de 1997.

Legislación Anterior

Texto adicionado por la Ley 81 de 1993, artículo 369-A:

d. Delación de copartícipes, acompañada de pruebas eficaces de su responsabilidad;

e. <Literal derogado por el artículo 26 de la Ley 365 de 1997>

Notas de Vigencia

- Literal e. derogado por el artículo 26 de la Ley 365 de 1997, publicada en el Diario Oficial
No. 42.987 del 21 de febrero de 1997.

Legislación Anterior

Texto adicionado por la Ley 81 de 1993, artículo 369-A:

e. Presentación voluntaria ante las autoridades judiciales o confesión libre no desvirtuada por
otras pruebas;.

f. <Literal derogado por el artículo 26 de la Ley 365 de 1997>

Notas de Vigencia

- Literal f. derogado por el artículo 26 de la Ley 365 de 1997, publicada en el Diario Oficial
No. 42.987 del 21 de febrero de 1997.

Legislación Anterior

Texto adicionado por la Ley 81 de 1993, artículo 369-A:

f. Abandono voluntario de una organización criminal por parte de uno o varios de sus
integrantes.

g. La identificación de fuentes de financiación de organizaciones delictivas e incautación de
bienes destinados a su financiación;

h. <Literal derogado por el artículo 26 de la Ley 365 de 1997>



Notas de Vigencia

- Literal h. derogado por el artículo 26 de la Ley 365 de 1997, publicada en el Diario Oficial
No. 42.987 del 21 de febrero de 1997.

Legislación Anterior

Texto adicionado por la Ley 81 de 1993, artículo 369-A:

h. La entrega de bienes e instrumentos con que se haya cometido el delito o que provengan de
su ejecución.

Podrán acordarse, acumulativamente y en razón del grado de colaboración, una disminución de
una sexta (1/6) hasta las dos terceras (2/3) partes de la pena que corresponda al imputado en la
sentencia condenatoria; exclusión o concesión de causales específicas de agravación o
atenuación punitiva respectivamente; libertad provisional, condena de ejecución condicional,
libertad condicional en los términos previstos en el Código Penal; sustitución de la pena privativa
de la libertad por trabajo social, beneficio de aumento de rebaja de pena por trabajo, estudio o
enseñanza; detención domiciliaria durante el proceso o la ejecución de la condena, en delitos
cuya pena mínima legal para el delito más grave, no exceda de ocho (8) años de prisión; e
incorporación al Programa de Protección a Víctimas y Testigos.

En ningún caso los beneficios podrán implicar la exclusión total del cumplimiento de la pena, ni
estarán condicionados a la confesión  del colaborador.

PARAGRAFO. Para los efectos del literal c) del presente artículo, se entiende que se disminuyen
las consecuencias de un delito cuando se indemniza voluntariamente a las víctimas o a la
comunidad; se entregan a las autoridades elementos idóneos para cometer delitos, o bienes o
efectos provenientes de su ejecución; se logra disminuir el número de perjudicados o la magnitud
de los perjuicios que habrían de ocasionar delitos programados o en curso, mediante el oportuno
aviso a las autoridades, o se impide por este medio la consumación de los mismos; se facilita la
identificación de miembros de organizaciones delincuenciales o se propicia su aprehensión; se
suministran pruebas sobre bienes que son producto de la criminalidad organizada o sirven para
su financiamiento; o se colabora efectivamente con las autoridades en el rescate de personas
secuestradas.

Notas del Editor

- Para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo dispuesto por el artículo 61
de la Ley 81 de 1992<SIC>. El texto referido es el siguiente:

'ARTICULO 61 de la ley 81 de 1992. Los beneficios por colaboración con la justicia a que se
refieren los artículos 44 a 52 de este Código (Arts. 369A, 369B, 369C, 369D, 369E, 369F,
369G, 369H, 369I,) podrán concederse a partir de la sanción de la presente Ley y durante el
mismo término de competencia de los jueces regionales y el Tribunal Nacional, señalado en
el artículo segundo transitorio del Código de Procedimiento Penal.

El Presidente de la República, en el informe que debe rendir al Congreso Nacional y al que se
refiere el inciso segundo del mismo artículo transitorio, incluirá una evaluación de los
resultados de la política de beneficios por colaboración con la justicia establecida en la
presente Ley.'



ARTICULO 369-B.  BENEFICIOS PARA PERSONAS NO VINCULADAS AL PROCESO.
<Artículo derogado por el artículo 26 de la Ley 365 de 1997>

Notas de Vigencia

- Artículo derogado por el artículo 26 de la Ley 365 de 1997, publicada en el Diario Oficial
No. 42.987 del 21 de febrero de 1997.

- Artículo modificado por el artículo 45 de la Ley 81 de 1993

Notas del Editor

- Para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo dispuesto por el artículo 61
de la Ley 81 de 1992.<SIC> El texto referido es el siguiente:

'ARTICULO 61 de la ley 81 de 1992. Los beneficios por colaboración con la justicia a que se
refieren los artículos 44 a 52 de este Código (Arts. 369A, 369B, 369C, 369D, 369E, 369F,
369G, 369H, 369I,) podrán concederse a partir de la sanción de la presente Ley y durante el
mismo término de competencia de los jueces regionales y el Tribunal Nacional, señalado en
el artículo segundo transitorio del Código de Procedimiento Penal.

El Presidente de la República, en el informe que debe rendir al Congreso Nacional y al que se
refiere el inciso segundo del mismo artículo transitorio, incluirá una evaluación de los
resultados de la política de beneficios por colaboración con la justicia establecida en la
presente Ley.'

Legislación Anterior

Texto adicionado por la Ley 81 de 1993:

ARTICULO 369-B El Fiscal General de la Nación o el Fiscal que éste designe, previo
concepto del Procurador General de la Nación, o su delegado, podrá otorgar el beneficio de
que la persona no vinculada al proceso penal que rinda testimonio o colabore con la justicia
mediante el suministro de información y pruebas, no será sometida a investigación ni
acusación por hechos en relación con los cuales rinda declaración sin incriminarse, cuando su
versión o aporte pueda, contribuir eficazmente a la administración de justicia, siempre que no
haya participado en el delito.

Si la persona que rinde testimonio confiesa libre y espontáneamente conforme al artículo 33
de la Constitución Política, su participación en hechos punibles y colabora para la eficacia de
la administración de justicia en los términos previstos en este artículo, se le abrirá
investigación, pero se le podrá conceder la libertad provisional en el evento de imponerse
medida de aseguramiento. En caso de condena se le podrá otorgar el subrogado de condena
de ejecución condicional cuando la pena mínima para el delito más grave no exceda de cinco
(5) años de prisión; cuando fuere superior sin exceder de ocho (8) años, se le podrá otorgar la
libertad condicional siempre que se cumpla como mínimo una cuarta parte de la pena. En los
demás casos se cumplirá como mínimo una tercera parte de la pena.

El beneficio podrá acordarse según evaluación del Fiscal General de la Nación o del fiscal
que éste designe, según evaluación del grado de colaboración para la eficacia de la
administración de justicia siempre que se contribuya a:



a) Incriminar autores intelectuales o demás autores  o partícipes del hecho o hechos punibles.

b) Prevenir la comisión de delitos.

c) La identificación, localización o captura de otros autores o partícipes en el hecho o hechos
punibles.

d) Desarticular total o parcialmente organizaciones criminales.

e) La obtención de pruebas de responsabilidad de los autores o partícipes en el hecho o
hechos punibles.

Para realizar la dosificación correspondiente, el funcionario podrá tener en cuenta, además de
los criterios establecidos en este artículo, la contribución a la identificación de fuentes de
financiación de organizaciones delictivas, la incautación de bienes destinados a su
financiación y la entrega de bienes e instrumentos con los que se haya cometido el delito o
que provengan de su ejecución.

En todo caso deberá existir una proporcionabilidad entre el beneficio y el grado de
colaboración con la justicia. La libertad provisional, los subrogados de condena de ejecución
condicional, y libertad condicional o los beneficios de sustitución de pena por trabajo social,
aumento de redención de pena por trabajo, estudio  y enseñanza y detención domiciliaria
durante el proceso o la ejecución de la condena, con los límites establecidos en el artículo
anterior, podrá concederse previo estudio de la relación entre la gravedad del hecho o hechos
confesados y la importancia, conveniencia y eficacia de la declaración del testigo o
colaborador. En ningún caso los beneficios podrán implicar la exclusión total del
cumplimiento de la pena.

Estos beneficios podrán concederse a testigos o colaboradores que se encuentren dentro o
fuera del territorio nacional.

PARAGRAFO PROCEDIMIENTO. El fiscal General de la Nación o el fiscal que éste
designe, previo concepto del Procurador General de la Nación o su Delegado, elaborará un
acta con el testigo o colaborador en la que constará:

a) El beneficio concedido.

b) Los hechos a los cuales se refiere el beneficio y la confesión en caso de que ésta se
produjere.

c) Las obligaciones las cuales queda sujeta la persona beneficiada..

ARTICULO 369-C.  COLABORACION DURANTE LA INSTRUCCION. <Artículo
adicionado por el artículo 46 de la Ley 81 de 1993. El texto es el siguiente:> Si la colaboración a
que se refiere el artículo 369A, se realiza durante la etapa de instrucción, el acuerdo entre el
Fiscal y el procesado será consignado en un acta suscrita por los intervinientes, la cual se remitirá
al juez para el control de legalidad respectivo.

Recibida el acta, el juez en un plazo no superior a cinco días hábiles podrá formular
observaciones al contenido de la misma y al otorgamiento de los beneficios en auto que no
admite recursos, en el que también ordenará devolver el trámite al Fiscal de manera inmediata.



Dentro de un término no superior a diez días hábiles, el Fiscal y el procesado se pronunciarán
sobre las observaciones del juez en acta complementaria, la cual devolverán a éste.

Recibida el acta original o la complementaria, según el caso, el juez en un lapso no superior a
diez días hábiles aprobará o improbará el acuerdo mediante providencia interlocutoria,
susceptible de los recursos ordinarios cuando se hubiere improbado el acuerdo, que podrán ser
interpuestos por el procesado, su defensor, el Fiscal o el agente del Ministerio Público.

Aprobado el acuerdo por el juez, el Fiscal concederá el beneficio cuando se trate de libertad
provisional o detención domiciliaria. En los casos de los otros beneficios el juez los reconocerá
en la sentencia.

Cuando la persona solicite sentencia anticipada o audiencia especial y manifieste su deseo de
colaborar eficazmente con la justicia, se aplicará el trámite establecido en el artículo 37 o 37A de
este Código, según el caso.

Notas del Editor

- Para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo dispuesto por el artículo 61
de la Ley 81 de 1992.<SIC> El texto referido es el siguiente:

'ARTICULO 61 de la ley 81 de 1992. Los beneficios por colaboración con la justicia a que se
refieren los artículos 44 a 52 de este Código (Arts. 369A, 369B, 369C, 369D, 369E, 369F,
369G, 369H, 369I,) podrán concederse a partir de la sanción de la presente Ley y durante el
mismo término de competencia de los jueces regionales y el Tribunal Nacional, señalado en
el artículo segundo transitorio del Código de Procedimiento Penal.

El Presidente de la República, en el informe que debe rendir al Congreso Nacional y al que se
refiere el inciso segundo del mismo artículo transitorio, incluirá una evaluación de los
resultados de la política de beneficios por colaboración con la justicia establecida en la
presente Ley.'

ARTICULO 369-D. COLABORACION CONCOMITANTE O POSTERIOR AL
JUZGAMIENTO. <Artículo adicionado por el artículo 47 de la Ley 81 de 1993. El texto es el
siguiente:> Cuando la colaboración se produjere en la etapa de juzgamiento, la Fiscalía
propondrá a la consideración y aprobación del juez el reconocimiento de los beneficios
remitiéndole el acta respectiva. Reconocido el beneficio en los casos de libertad provisional y
detención domiciliaria, el juez lo concederá inmediatamente. Tratándose de otros beneficios, el
juez los concederá en la sentencia condenatoria cuando hubiere lugar a ella.

Si la colaboración se realiza con posterioridad al juzgamiento, el juez de ejecución de penas o
quien haga sus veces, a solicitud de la Fiscalía, podrá conceder el subrogado de la libertad
condicional; condena de ejecución condicional, sustitución de la pena privativa de la libertad por
trabajo social, aumento de rebaja de la pena por trabajo, estudio o enseñanza; e incorporación al
Programa de Protección de Víctimas y Testigos.

Si la colaboración proviene de persona condenada, el Juez de Ejecución de Penas o quien haga
sus veces, por solicitud de la Fiscalía, decidirá sobre la concesión del beneficio dentro de los diez
(10) días hábiles siguientes a la recepción de la solicitud.

Si encuentra la solicitud ajustada a la Ley, el Juez de Ejecución de Penas o quien haga sus veces,



concederá el beneficio mediante auto que no admite ningún recurso. En caso contrario, se
pronunciará sobre las razones que motivaron su decisión mediante providencia susceptible de los
recursos ordinarios.

Notas del Editor

- Para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo dispuesto por el artículo 61
de la Ley 81 de 1992<SIC>. El texto referido es el siguiente:

'ARTICULO 61 de la ley 81 de 1992. Los beneficios por colaboración con la justicia a que se
refieren los artículos 44 a 52 de este Código (Arts. 369A, 369B, 369C, 369D, 369E, 369F,
369G, 369H, 369I,) podrán concederse a partir de la sanción de la presente Ley y durante el
mismo término de competencia de los jueces regionales y el Tribunal Nacional, señalado en
el artículo segundo transitorio del Código de Procedimiento Penal.

El Presidente de la República, en el informe que debe rendir al Congreso Nacional y al que se
refiere el inciso segundo del mismo artículo transitorio, incluirá una evaluación de los
resultados de la política de beneficios por colaboración con la justicia establecida en la
presente Ley.'

ARTICULO 369-E.  <Inciso derogado por el artículo 26 de la Ley 365 de 1997>

Notas de Vigencia

- Inciso 1o. derogado por el artículo 26 de la Ley 365 de 1997, publicada en el Diario Oficial
No. 42.987 del 21 de febrero de 1997.

Legislación Anterior

Texto adicionado por la Ley 81 de 1993, artículo 369-E, inciso:

Podrá acogerse al procedimiento previsto en los artículos anteriores cualquier persona que
sepa o crea fundadamente que está siendo buscada o perseguida por las autoridades penales,
acudiendo ante el Fiscal General de la Nación o su Delegado y poniéndose a su disposición
para el adelantamiento de las diligencias investigativas y a fin de que se resuelva
definitivamente su situación ante la Ley por los cauces ordinarios del debido proceso.

PARAGRAFO. La reincidencia en la comisión de delitos una vez acogido al procedimiento
contemplado en los artículos anteriores, priva a la persona de la posibilidad, de manera
definitiva, de acogerse nuevamente a los beneficios contemplados en la presente Ley.

Notas del Editor



- Para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo dispuesto por el artículo 61
de la Ley 81 de 1992<SIC>. El texto referido es el siguiente:

'ARTICULO 61 de la ley 81 de 1992. Los beneficios por colaboración con la justicia a que se
refieren los artículos 44 a 52 de este Código (Arts. 369A, 369B, 369C, 369D, 369E, 369F,
369G, 369H, 369I,) podrán concederse a partir de la sanción de la presente Ley y durante el
mismo término de competencia de los jueces regionales y el Tribunal Nacional, señalado en
el artículo segundo transitorio del Código de Procedimiento Penal.

El Presidente de la República, en el informe que debe rendir al Congreso Nacional y al que se
refiere el inciso segundo del mismo artículo transitorio, incluirá una evaluación de los
resultados de la política de beneficios por colaboración con la justicia establecida en la
presente Ley.'

ARTICULO 369-F. BENEFICIOS CONDICIONALES. <Artículo adicionado por el artículo
49 de la Ley 81 de 1993. El texto es el siguiente:> Cuando se concedan los beneficios previstos
en esta ley, y en especial los de garantía de no investigación ni acusación, libertad provisional,
detención domiciliaria durante el proceso o la ejecución de la condena, condena de ejecución
condicional, libertad condicional, sustitución de la pena privativa de la libertad por trabajo social,
el funcionario judicial competente impondrá al beneficiado una o varias de las siguientes
obligaciones:

a. Informar todo cambio de residencia;

b. Ejercer oficio, profesión u ocupación lícitos;

c. Reparar los daños ocasionados por el delito, salvo cuando se demuestre que se está en
imposibilidad de hacerlo;

d. Abstenerse de consumir bebidas alcohólicas;

e. Someterse a la vigilancia de las autoridades o presentarse periódicamente ante ellas;

f. Presentarse cuando el funcionario judicial lo solicite;

g. Observar buena conducta individual, familiar y social;

h. No cometer un nuevo hecho punible, excepto cuando se trate de delitos culposos;

i. No salir del país sin previa autorización del funcionario judicial competente.

j. Cumplir con las obligaciones contempladas en las normas y reglamentos del régimen
penitenciario y observar buena conducta en el establecimiento carcelario.

k. Cumplir y acreditar el trabajo o estudio ante las autoridades competentes.

El funcionario judicial competente impondrá las obligaciones discrecionalmente, según la
naturaleza y modalidades del hecho punible, las circunstancias de tiempo, modo y lugar en que se
cometió, la naturaleza del beneficio, la personalidad del beneficiario, los antecedentes penales y
la buena conducta en el establecimiento carcelario.

Las obligaciones de que trata este artículo se garantizarán mediante caución que será fijada por el



mismo funcionario judicial.

Notas del Editor

- Para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo dispuesto por el artículo 61
de la Ley 81 de 1992<SIC>. El texto referido es el siguiente:

'ARTICULO 61 de la ley 81 de 1992. Los beneficios por colaboración con la justicia a que se
refieren los artículos 44 a 52 de este Código (Arts. 369A, 369B, 369C, 369D, 369E, 369F,
369G, 369H, 369I,) podrán concederse a partir de la sanción de la presente Ley y durante el
mismo término de competencia de los jueces regionales y el Tribunal Nacional, señalado en
el artículo segundo transitorio del Código de Procedimiento Penal.

El Presidente de la República, en el informe que debe rendir al Congreso Nacional y al que se
refiere el inciso segundo del mismo artículo transitorio, incluirá una evaluación de los
resultados de la política de beneficios por colaboración con la justicia establecida en la
presente Ley.'

ARTICULO 369-G. REVOCACION DE BENEFICIOS. <Artículo adicionado por el artículo
50 de la Ley 81 de 1993. El texto es el siguiente:> El funcionario judicial que otorgó el beneficio
lo revocará cuando encuentre que se ha incumplido alguna de las obligaciones impuestas, se ha
incurrido en el delito de fuga de presos o en falta grave contra el régimen penitenciario durante el
respectivo período de prueba.

Notas del Editor

- Para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo dispuesto por el artículo 61
de la Ley 81 de 1992<SIC>. El texto referido es el siguiente:

'ARTICULO 61 de la ley 81 de 1992. Los beneficios por colaboración con la justicia a que se
refieren los artículos 44 a 52 de este Código (Arts. 369A, 369B, 369C, 369D, 369E, 369F,
369G, 369H, 369I,) podrán concederse a partir de la sanción de la presente Ley y durante el
mismo término de competencia de los jueces regionales y el Tribunal Nacional, señalado en
el artículo segundo transitorio del Código de Procedimiento Penal.

El Presidente de la República, en el informe que debe rendir al Congreso Nacional y al que se
refiere el inciso segundo del mismo artículo transitorio, incluirá una evaluación de los
resultados de la política de beneficios por colaboración con la justicia establecida en la
presente Ley.'

ARTICULO 369-H.  PROHIBICION DE ACUMULACION. <Artículo adicionado por el
artículo 51 de la Ley 81 de 1993. El texto es el siguiente:>  Los beneficios por colaboración con
la justicia aquí previstos, son incompatibles con los consagrados para las mismas conductas en
otras disposiciones.

Otorgados los beneficios, no podrán concederse otros adicionales por la misma colaboración.

PARAGRAFO. <Parágrafo adicionado por el artículo 15 de la Ley 365 de 1997. El texto es el
siguiente:> Quien sea condenado Por el delito de concierto para delinquir agravado por
organizar, fomentar, promover, dirigir, encabezar, constituir o financiar el concierto o la
asociación, en concurso con otro delito, podrá acogerse a la sentencia anticipada o audiencia



especial y tendrá derecho a las rebajas por confesión y por colaboración eficaz con la justicia,
pero en ningún caso la pena que se le imponga podrá ser inferior a la que corresponda en
concreto sin disminuciones para el delito más grave.

Notas de Vigencia

- Parágrafo adicionado por el artículo 15 de la Ley 365 de 1997, publicada en el Diario
Oficial No. 42.987 del 21 de febrero de 1997

Notas del Editor

- Para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo dispuesto por el artículo 61
de la Ley 81 de 1992<SIC>. El texto referido es el siguiente:

'ARTICULO 61 de la ley 81 de 1992. Los beneficios por colaboración con la justicia a que se
refieren los artículos 44 a 52 de este Código (Arts. 369A, 369B, 369C, 369D, 369E, 369F,
369G, 369H, 369I,) podrán concederse a partir de la sanción de la presente Ley y durante el
mismo término de competencia de los jueces regionales y el Tribunal Nacional, señalado en
el artículo segundo transitorio del Código de Procedimiento Penal.

El Presidente de la República, en el informe que debe rendir al Congreso Nacional y al que se
refiere el inciso segundo del mismo artículo transitorio, incluirá una evaluación de los
resultados de la política de beneficios por colaboración con la justicia establecida en la
presente Ley.'

ARTICULO 369-I.  REUNIONES PREVIAS. <Artículo adicionado por el artículo 52 de la
Ley 81 de 1993. El texto es el siguiente:>  En cualquiera de las etapas procesales podrá la
Fiscalía General de la Nación celebrar reuniones con los colaboradores, cuando no exista orden
de captura contra los mismos, o, en caso contrario con sus apoderados legalmente constituidos,
para determinar la procedencia de los beneficios.

Notas del Editor

- Para la interpretación de este artículo debe tenerse en cuenta lo dispuesto por el artículo 61
de la Ley 81 de 1992<SIC>. El texto referido es el siguiente:

'ARTICULO 61 de la ley 81 de 1992. Los beneficios por colaboración con la justicia a que se
refieren los artículos 44 a 52 de este Código (Arts. 369A, 369B, 369C, 369D, 369E, 369F,
369G, 369H, 369I,) podrán concederse a partir de la sanción de la presente Ley y durante el
mismo término de competencia de los jueces regionales y el Tribunal Nacional, señalado en
el artículo segundo transitorio del Código de Procedimiento Penal.

El Presidente de la República, en el informe que debe rendir al Congreso Nacional y al que se
refiere el inciso segundo del mismo artículo transitorio, incluirá una evaluación de los
resultados de la política de beneficios por colaboración con la justicia establecida en la
presente Ley.'

ARTICULO 370. FLAGRANCIA. Se entiende que hay flagrancia cuando la persona es
sorprendida en el momento de cometer un hecho punible o cuando es sorprendida con objetos,
instrumentos o huellas, de los cuales aparezca fundadamente que momentos antes ha cometido
un hecho punible o participado en él, o cuando es perseguida por la autoridad, o cuando por



voces de auxilio se pide su captura.

ARTICULO 371. CAPTURA EN FLAGRANCIA. Quien sea sorprendido en flagrancia será
capturado por cualquier autoridad o persona y conducido en el acto, o a más tardar en el término
de la distancia, ante el fiscal o funcionario competente para iniciar la investigación, a quien
deberá rendir informe sobre las causas de la captura.

Cuando por cualquier circunstancia no atribuida a quien hubiere realizado la captura, el
aprehendido no pudiere ser conducido inmediatamente ante el fiscal, será recluido en la cárcel
del lugar o en otro establecimiento oficial destinado al efecto, debiéndose poner a disposición del
funcionario judicial dentro de la primera hora hábil del día siguiente, con el informe de que trata
el inciso anterior. Para los efectos de esta disposición todos los días y horas son hábiles.

Cuando la medida de aseguramiento a imponer por razón del hecho punible sea caución,
conminación, detención con excarcelación o detención domiciliaria, una vez el capturado haya
rendido indagatoria se le dejará en libertad firmando acta de compromiso de presentarse ante la
autoridad que lo solicite.

En ningún caso el capturado puede permanecer más de treinta y seis horas por cuenta de
funcionario diferente al fiscal o juez.

ARTICULO 372. CAPTURA PUBLICAMENTE REQUERIDA. Cualquiera podrá
aprehender a la persona cuya captura haya sido públicamente requerida por autoridad
competente. En estos casos, se aplicará lo dispuesto para las situaciones de flagrancia.

ARTICULO 373. CAPTURA EN FLAGRANCIA DE SERVIDOR PUBLICO. Cuando un
servidor público sea capturado en flagrancia, se recibirá inmediatamente versión libre o
indagatoria y si no fuere posible se citará para recibirla en fecha posterior.

<Inciso 2o. modificado por el artículo 21 de la Ley 504 de 1999. El nuevo texto es el siguiente:>
Después de practicada cualquiera de las diligencias mencionadas en el inciso anterior, será
puesto inmediatamente en libertad y se tomarán las medidas necesarias para evitar que eluda la
acción de la justicia. Cuando se trate de delitos de competencia de los jueces penales de circuito
especializados, el servidor público continuará privado de la libertad, pero el funcionario judicial
resolverá su situación jurídica inmediatamente.

Notas de Vigencia

- Inciso 2o. modificado por el artículo 21 de la Ley 504 de 1999, publicada en el  Diario
oficial No  43.618, del 29 de junio de 1999.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo 21 de la Ley 504 de 1999 declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-392-00 del 6 de abril de 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio
Barrera Carbonell.

Legislación Anterior



Texto original del C.P.P:

<INCISO 2o.> Después de practicada cualquiera de las diligencias mencionadas en el inciso
anterior será puesto inmediatamente en libertad y se tomarán las medidas necesarias para
evitar que eluda la acción de la justicia. Cuando se trate de delitos de competencia de los
jueces regionales, el servidor público continuará privado de la libertad.

ARTICULO 374. PRIVACION DE LA LIBERTAD DE SERVIDOR PUBLICO. Los
servidores públicos sólo podrán ser privados de la libertad cuando a juicio del fiscal o juez, la
aprehensión no afecte la buena marcha de la administración.

<Inciso 2o. modificado por el artículo 22 de la Ley 504 de 1999. El nuevo texto es el siguiente:>
Sin embargo, si se trata de delitos a los que se refiere el articulo 71 del presente Código se
procederá en todos los casos a la privación de la libertad.

Notas de Vigencia

- Inciso 2o. modificado por el artículo 22 de la Ley 504 de 1999, publicada en el  Diario
oficial No  43.618, del 29 de junio de 1999.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo 22 de la Ley 504 de 1999 declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional
mediante Sentencia C-392-00 del 6 de abril de 2000, Magistrado Ponente Dr. Antonio
Barrera Carbonell.

- Inciso 2o. declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-150-
93 del 22 de abril de 1993, Magistrado Ponente, Dr. Fabio Morón Díaz.

Legislación Anterior

Texto original del C.P.P:

<INCISO 2o.> Sinembargo, si se trata de delitos de competencia de los fiscales y jueces
regionales se procederá en todos los casos a la privación de la libertad.

ARTICULO 375. CAPTURA FACULTATIVA. En los procesos por delitos sancionados con
pena de prisión cuyo mínimo sea o exceda de dos años y en los casos previstos en el artículo 397
de este Código, el fiscal podrá librar orden escrita de captura para efectos de la indagatoria.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Aparte subrayado declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional, mediante Sentencia
C-106-94 del 10 de marzo de 1993, Magistrado Ponente, Dr. José Gregorio Hernández
Galindo.

ARTICULO 376. CITACION PARA INDAGATORIA. El imputado será citado para



indagatoria en los siguientes casos:

1o) Cuando el delito por el que se procede tenga señalada pena de prisión cuyo mínimo sea o
exceda de dos años y el funcionario considere que no es necesaria la orden de captura.

2o) Cuando el hecho punible por el que se procede tenga pena no privativa de la libertad, pena de
arresto, o pena de prisión cuyo mínimo sea inferior a dos años, siempre que no implique
detención preventiva.

3o) Cuando la prueba sea indicativa de que el imputado actuó en cualesquiera de las
circunstancias previstas en los artículos 29 y 40 del Código Penal.

Si en cualesquiera de los casos anteriores el imputado no compareciere a rendir indagatoria, será
capturado para el cumplimiento de dicha diligencia.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Inciso declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-403-97
del 28 de agosto de 2000, Magistrado Ponente Dr. Vladimiro Naranjo Mesa.

Recibida la indagatoria, en los casos de los numerales 2 y 3 de este artículo, será puesto
inmediatamente en libertad por providencia de sustanciación.

ARTICULO 377. DERECHOS DEL CAPTURADO. A toda persona capturada se le hará
saber en forma inmediata y se dejará constancia escrita:

1o) Sobre los motivos de la captura y el funcionario que la ordenó.

2o) El derecho a entrevistarse inmediatamente con un defensor.

3o) El derecho a indicar la persona a quien se le deba comunicar su aprehensión. Quien esté
responsabilizado de la captura, inmediatamente procederá a comunicar sobre la retención a la
persona que se le indique.

4o) El derecho que tiene, cuando se trate de investigación previa, de rendir versión espontánea
sobre los hechos que se le imputan, con la advertencia de que puede guardar silencio sobre la
incriminación hecha. La versión sólo podrá rendirse en presencia de un defensor.

5o) El derecho a no ser incomunicado.

Jurisprudencia Vigencia

Corte Constitucional

- Artículo declarado EXEQUIBLE por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-621-98
del 4 de noviembre de 1998, Magistrado Ponente Dr. José Gregorio Hernández Galindo

ARTICULO 378. ORDEN ESCRITA DE CAPTURA. La orden de captura deberá contener
los datos necesarios para la identificación o individualización del imputado y el motivo de la
captura. Proferida la orden de captura, el fiscal enviará copia a la dirección de Fiscalía



correspondiente y a los organismos de policía judicial para que se registren y almacenen los
datos. A su vez, la dirección de Fiscalía respectiva informará al sistema central que lleve la
Fiscalía General de la Nación.

El funcionario que no dé aviso sobre la orden de captura inmediatamente, o a mas tardar dentro
de los cinco días siguientes a su expedición, incurrirá en causal de mala conducta sancionable,
con suspensión hasta de treinta días impuesta por el respectivo superior, previo el trámite
previsto en el artículo 258 del Código de Procedimiento Penal.
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